Expte. n° 5296/07 “Gil Domínguez, Andrés c/ GCBA s/ acción declarativa de inconstitucionalidad” 

Buenos Aires,
    23                    de mayo de 2007

Vistos: los autos indicados en el epígrafe, 

resulta:

Andrés Gil Domínguez promueve demanda de inconstitucionalidad en los términos de los arts. 113, inc. 2º, CCBA y 17 y siguientes de la ley 402, con la finalidad de que se declare la inconstitucionalidad del artículo 4º de la ley n° 2.145 (texto según de ley n° 2.243), que consagró un plazo de caducidad  para la interposición de la acción de amparo, por “vulnerar dicho enunciado normativo de alcance general el artículo 43 de la Constitución argentina, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 14 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” (fs. 15/16 vuelta). 

Fundamentos:

El juez Luis F. Lozano dijo:

1. El actor está legitimado para interponer la demanda de inconstitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 18, inciso 1, de la ley nº 402. 

2. El art. 4º de la Ley nº 2.145 (según texto de la Ley nº 2.243) en cuanto establece un plazo para la interposición de la acción de amparo, es una norma de carácter general emanada de las autoridades de la Ciudad y, como tal, puede ser objeto de la impugnación declarativa directa, de conformidad con lo establecido por los artículos 113, inc. 2º, de la CCBA y 17 LPTSJ. 

3. La disposición es atacada por razones de índole constitucional local (art. 14, CCBA) y nacional (art. 43, CN) y de derecho internacional de los derechos humanos (arts. 25 y 7, CADH), como lo exige el art. 19, inc. 2, de la LPTSJ. En efecto, el actor sostiene que el plazo de caducidad de 45 días (según ley n° 2243) para interponer la demanda de amparo establecido en ley cuestionada, afecta injustificadamente el contenido del derecho humano y fundamental al amparo reconocido por las disposiciones constitucionales mencionadas y por las reglas del derecho internacional de los derechos humanos que menciona en su escrito.  En los fundamentos de su demanda expone, con argumentos de variada índole (teóricos, jurisprudenciales, debate de la convención constituyente local, etcétera), los fundamentos de su pretensión y los vincula con la regla atacada y los principios constitucionales invocados.

El actor sostiene que la reglamentación de un plazo de caducidad no puede encontrar ningún fundamento razonable, toda vez que “[l]o que realmente importa para analizar la procedencia del amparo, es verificar si al momento de su interposición, existe o no una amenaza o lesión constitucional de un derecho fundamental, un derecho humano o una garantía institucional, y si a la vez, se cumplen los requisitos formales y sustanciales de su núcleo esencial” (fs. 14/14 vuelta). Además, en líneas generales, el presentante concluye: que el amparo tiene contenido constitucional protegido que impide que se lo restrinja mediante un plazo de caducidad; que de pronunciamientos  de la CSJN —como “Yapura” (Y. 112. XL., sentencia del 6 de junio de 2006) y “Mosqueda” (M. 1503. XLI, sentencia del 7 de noviembre de 2006)— puede educirse que, en su actual integración, dicho tribunal entiende inconstitucional el establecimiento de un plazo de caducidad en el amparo; que en este sentido también se ha manifestado la CIDH al desarrollar los alcances del art. 25 de la CADH en el caso “Trabajadores del Estado vs. Perú”, sentencia del 24 de noviembre de 2006; que el “estatuyente” local entendió que la acción de amparo no podía ser limitada mediante un plazo de caducidad; que en la exposición de motivos, el legislador local no ha justificado la imposición del plazo; y que el plazo dispuesto para la acción de amparo local “[...] vulnera claramente el mandato federal que —como presupuesto mínimo— establece la ley 25.675” (fs. 15 vuelta/16).

La demanda, entonces, da cumplimiento también a la exigencia de fundamentación establecida en el art. 19, inc. 2, de la LPTSJ y en la reiterada jurisprudencia de este estrado (cf. este Tribunal in re: “Massalin Particulares SA c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. nº 31/99, resolución del 5 de mayo de 1999, Constitución y Justicia (Fallos del TSJBA(, Ed. Ad-Hoc, Buenos Aires, t. I, pág. 56 y siguientes, entre otros). 

Además, en el “Objeto” —punto I— y en el “Petitorio” —punto IV.2— del escrito inicial (fs. 5 y 16/16 vuelta, respectivamente), se requiere el dictado de una sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma cuestionada y ordene el reenvió legislativo correspondiente.

4. Dadas las características de las cuestiones en juego, considero pertinente citar, atento la competencia que tiene atribuida, a la Defensoría del Pueblo (cfr. art. 21, ley n° 402 y art. 13, ley n° 3 -texto según ley n° 1.177-). La visión que ese órgano puede aportar al proceso -distinta de las de las partes- permite asumir que su participación enriquecerá el debate ampliando las perspectivas de análisis, con una visión que, con arreglo a la CCBA, sólo a dicho órgano le compete.
5. Por las razones expuestas, propongo: a) declarar admisible la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Andrés Gil Domínguez, y b) correr el traslado de ley al señor Jefe de Gobierno, por el plazo y con los alcances señalados en el art. 21 de la ley nº 402 y c) citar a la Defensoría del Pueblo, también, por el plazo y con los alcances señalados en el art. 21 de la ley n° 402.

El juez Julio B. J. Maier dijo:

1. Coincido con el criterio del Sr. juez de trámite en punto a la admisibilidad de esta acción. En efecto, se impugna una ley —alcance general― por razones constitucionales de carácter local, nacional y hasta de Derecho internacional (derechos humanos). Asimismo, se explica aceptablemente la razón por la que se considera el plazo de interposición de la demanda como una lesión constitucional y se solicita la anulación de ese plazo, con lo cual están cumplidos todos los requisitos para un procedimiento de examen de (in)constitucionalidad de una norma, examen de carácter abstracto (ley local nº 402, arts. 17 y ss.).

2. No coincido, en cambio, con establecer un deber de intervención que recaiga sobre la Defensoría del Pueblo. Establecer ese deber no es competencia del Tribunal.

La jueza Ana María Conde dijo:

 

1. La acción de inconstitucionalidad deducida es formalmente admisible, por las razones expresadas por el Sr. juez de trámite Dr. Lozano en los apartados 1 a 3 -inclusive- de su voto, a los que adhiero.


En efecto, la presente demanda logra subsanar los defectos que presentó la anterior acción declarativa de inconstitucionalidad planteada por el accionante, con similar objeto procesal, en autos "Gil Domínguez, Andrés c/ GCBA s/ acción declarativa de inconstitucionalidad" (expte.nro. 5155/07), la que fue declarada inadmisible por este Tribunal mediante resolución de fecha 28/03/2007, atento el insuficiente desarrollo de la argumentación constitucional (conf. mi voto conjunto con la Dra. Ruiz).

En esta causa el actor logró explicar, más allá de su acierto o desacierto -que será evaluado al dictar la sentencia definitiva-, por qué considera que la reglamentación del amparo local, en lo referente al establecimiento de un plazo de caducidad, contraviene el contenido esencial del amparo previsto en los arts. 14 CCBA, 43 CN y 25 CADH y desnaturaliza la función de dicha garantía prevista por los constituyentes.

 


2. Sin embargo, discrepo con el Dr. Lozano en cuanto a la citación de la Defensoría del Pueblo en los términos del art. 21 de la ley 402. 

No encuentro motivos que justifiquen dicha citación, máxime teniendo en cuenta que -como he dicho en otras oportunidades- la legitimación de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires para interponer acciones declarativas de inconstitucionalidad, consagrada en el art. 18 inc. 3 de la ley 402, no la habilita ni podría habilitarla -desde la óptica constitucional- para cuestionar leyes (ver mis votos en "Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado de la Ciudad de Bs. As. s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", expte. n° 18/99, resolución del 16/9/1999; "Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo e inconstitucionalidad", expte. n° 168/99, resolución del 29/12/1999; y "Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gobierno de la Ciudad de Bs. As. s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", expte: N° 575/00, resolución del 12/12/2000, dictada con posterioridad de la entrada en vigencia de la ley de procedimiento ante este Tribunal.).

 

3. Por todo lo expuesto, voto para que se declare admisible la acción de inconstitucionalidad interpuesta por Andrés Gil Domínguez.

El juez José Osvaldo Casás dijo:

1. Adhiero al voto del señor juez de trámite, doctor Luis Francisco Lozano, en tanto propicia declarar formalmente admisible la acción de control concentrado de constitucionalidad interpuesta por el doctor Andrés Gil Domínguez.

En efecto, la actual presentación a estudio permite tener por configurados los presupuestos formales que condicionan la acción prevista en el art. 113, inc. 2, de la CCABA. En particular, el claro desarrollo argumental propuesto en esta oportunidad por el accionante ha logrado vincular los derechos y garantías invocados con la norma que se reputa inconstitucional (art. 4, ley nº 2.145), más allá de lo que se resuelva en definitiva en la sentencia con la cual se clausure este proceso. De este modo, se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas en el art. 19 de la ley nº 402 y en la constante jurisprudencia de este Tribunal sobre el punto.

2. Desde mi punto de vista, la citación de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad en los términos del art. 21 de la ley nº 402 no resulta pertinente en el presente expediente, en tanto la legitimación a ella reconocida para entablar acciones de inconstitucionalidad no le permite objetar leyes (v. mi voto en la causa "Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción declarativa de inconstitucionalidad", expte: n° 575/00, resolución del 12/12/2000, en Constitución y Justicia (Fallos del TSJ(, Tomo II, Ed. Ad- Hoc, Buenos Aires, 2002, p. 434 y siguientes). A la luz de lo dispuesto en el art. 137 de la CCABA, la Defensoría del Pueblo local se encuentra habilitada para presentar proyectos de ley que bien pueden estar dirigidos a expurgar del plexo de derecho positivo las leyes que se estime inconvenientes y, más evidentemente, aquellas otras pasibles de vicios de jerarquía constitucional —curso de acción que no ha sido transitado por el órgano institucional de referencia en el caso de la ley que ahora nos ocupa—.

Por las consideraciones expuestas, corresponde declarar formalmente admisible la acción declarativa de inconstitucionalidad deducida por el doctor Andrés Gil Domínguez.

Así lo voto.

La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo:

1. El actor está legitimado para interponer la demanda de inconstitucionalidad, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 18, inciso 1, de la ley nº 402. 

2. El art. 4º de la Ley nº 2.145 (según texto de la Ley nº 2.243, publicada en el BOCBA nº 2614 del 29 de enero de 2007) en cuanto establece un plazo para la interposición de la acción de amparo, es una norma de carácter general emanada de las autoridades de la Ciudad; en consecuencia, puede ser objeto de la impugnación declarativa directa, de conformidad con lo establecido por los artículos 113, inc. 2º, de la CCBA y 17 LPTSJ. 

3. Sin embargo, la presentación del accionante exhibe una poco desarrollada argumentación constitucional, insuficiente para admitir la acción intentada. Los fundamentos que sustentan el planteo no aparecen expuestos en la forma que lo requiere el art. 19, inc. 2, de la LPTSJ y la jurisprudencia del Tribunal. 

En efecto, desde sus primeros pronunciamientos el Tribunal ha señalado “que es un requisito esencial del trámite preliminar de admisibilidad de la acción declarativa de constitucionalidad que quien la inicia (...) explique de manera clara y pormenorizada las razones en las que sustenta la tacha de inconstitucionalidad” (in re “Massalin Particulares S. A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. nº 31/99, resolución del 5/5/99, en Constitución y Justicia, Fallos del TSJ, Ed. Ad-Hoc, Buenos Aires, t. 1, p. 59). 

Asimismo el Tribunal ha indicado que para evaluar la admisibilidad de la acción declarativa de inconstitucionalidad debe especificarse cuál es la relación directa que existe entre las normas que son impugnadas y los principios constitucionales que son invocados (in re “Alegre Pavimentos SACICAFI c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. nº 366/00, resolución del 20/6/00).

Si bien el accionante señala de manera concreta la norma impugnada e identifica aquéllas otras reglas constitucionales —locales y nacionales— con las cuales entiende que colisiona, no satisface adecuadamente ni la carga de establecer una relación directa entre las normas cuestionadas y principios, derechos o garantías de rango constitucional que entiende vulnerados, ni aporta de forma acabada los fundamentos que motivan su pretensión, tal como lo requiere una acción de este tipo, destinada a dejar sin efecto una norma que proyecta sus efectos sobre la población en general. 

4. Por ello, voto por declarar inadmisible la demanda.

Por ello, por mayoría,

el Tribunal Superior de Justicia

resuelve:

1. Declarar admisible la acción de inconstitucionalidad planteada por Andrés Gil Domínguez a fs. 5/16 vuelta contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 

2. Correr traslado de la demanda mediante oficio dirigido al señor Jefe de Gobierno, en el domicilio de la Procuración General de la Ciudad, por el plazo y con los alcances señalados en el art. 21 de la ley nº 402.

3. Mandar que se registre, se notifique y se cumpla.
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